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León, Guanajuato, a 23 veintitrés de octubre del año 2013, dos mil trece. .  . 
V I S T O para resolver el expediente número 245/2013-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano …, por propio derecho, en contra del TESORERO MUNICIPAL, del DIRECTOR GENERAL DE IMPUESTOS INMOBILIARIOS Y CATASTRO y del DIRECTOR DE EJECUCIÓN, todos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que la parte actora señala como actos impugnados los siguientes: la resolución mediante la cual cumplimenta la sentencia de fecha 14 catorce de noviembre del 2012 dos mil doce, dictada en el proceso número 376/2012-JN, del Juzgado Segundo Administrativo Municipal; la determinación del crédito fiscal a cargo del actor, por concepto impuesto predial del inmueble ubicado en …, de esta ciudad, con cuenta predial número …; y, el requerimiento de pago del impuesto predial. Y la existencia de los actos impugnados se encuentra acreditada en autos de la presente causa fiscal; … . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que  conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en el citado artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Las autoridades fiscales Municipales en la contestación de la demanda, opone las excepciones y defensas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 
La excepción de falta de acción y carencia de derecho, para efectos de este proceso se estima que es lo mismo la carencia de acción y la carencia de interés jurídico, de ahí resulta, que a diferencia de las controversias en derecho privado, conforme a la técnica jurídica del proceso contencioso administrativo, la falta de acción no es posible analizarla como excepción, sino que debe abordarse como causal de improcedencia por carencia de interés jurídico, siendo lo anterior así, en la especie se determina que la parte actora si cuenta con interés jurídico para impugnar los actos combatidos que nos ocupa, toda vez que obran en autos, se encuentran dirigidos hacia la persona del actor y éste como destinatario de los mismos está en aptitud de intentar la presente demanda, por ende, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del  artículo 261 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La excepción derivada de los artículos 137 y 138 del referido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, al respecto cabe mencionar, que podemos desprender una defensa, en el sentido de que los actos tildados de ilegales no reúnen los elementos y requisitos de validez, aspectos que se analizarán al momento de determinar la legalidad o ilegalidad de los actos fiscales combatidos. . . 
La excepción Nom Mutati Libeli, se considera que esta excepción no opera en el proceso administrativo, en razón de que cuando se actualiza alguna de las hipótesis jurídicas contempladas por el artículo 284 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el juzgador se encuentra constreñido a conceder y respetar el derecho de ampliar la demanda, pues de no hacerlo así, se incurriría en una violación de naturaleza procesal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, de las constancias que integran esta causa se advierte que no se actualiza ningún causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, por lo que en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que el actor en el primer concepto de impugnación de la demanda en lo toral aduce que la primera resolución recurrida identificada con el número I, le viola su garantía contenida en al artículo 16  Constitucional; como puede establecerse de la simple lectura del documento impugnado, no existe fundamentación ni motivación de la resolución emitida por la demandada, dejando de considerar los razonamientos asumidos por el juzgador protector Municipal, si darle fundada razón y motivos para llegar a su determinación y persistiendo en indicarle arbitrariamente que derivado del peritaje multicuestionado, a partir del primer bimestre del año 2012 dos mil doce, le es aplicable una cuota anual de …, por concreto de impuesto predial, pasando por alto, el criterio del Juzgador que declaró ilegal la resolución de la autoridad responsable, al decretar que “…siendo que la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, concretamente en su artículo 168, segundo párrafo, establece que siendo modificado el valor fiscal de un inmueble por un avaló, como lo es en el caso particular; éste se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifique, lo que en la especie fue el 16 dieciséis de agosto del año 2012, dos mil doce, …” y únicamente se concreta a emitir un oficio sin fundamentar ni motivar, la causa legal de su proceder. En tanto que, el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, en la contestación expresa en lo esencial que resulta improcedente el agravio, toda vez que no se violenta en perjuicio del actor ningún precepto legal, ni alguna garantía individual, cabe mencionar que las violaciones Constitucionales han sido encomendadas a una autoridad diversa al Juez, a quien le toca conocer sobre la legalidad de los actos administrativos y no sobre su constitucionalidad; los actos impugnados se emitieron con la debida fundamentación y motivación, además se emitieron conforme a los lineamientos de la sentencia del juicio 376/2012-JN, de donde se desprende e valor fiscal del inmueble, de un avalúo solicitado por el actor y en los puntos del IV al VIII, se expone el valor por metro cuadrado, la ubicación y la tasa aplicable, por tanto, se encuentra debidamente motivado y fundado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 
Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En efecto, realizando un minucioso análisis del texto del Oficio número …, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, concretamente en el punto VIII, se advierte la existencia de vicios de carácter formal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . 
Lo anterior es así, en virtud de que en el punto VIII del oficio impugnado, se aprecia que respecto al cobro del impuesto predial a partir de primer bimestre del año 2012 dos mil doce, se encuentra indebidamente fundado; ya que por fundar un acto fiscal Municipal como el impugnado, implica señalar los preceptos, fracciones, incisos, subincisos y en su caso los párrafos, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato y de la Ley de Ingresos para el Municipio de León, Guanajuato, para el Ejercicio Fiscal del Año que corresponda, en que se apoya la autoridad para su emisión. Sin embargo, es el caso que la autoridad demandada aplica el último párrafo del artículo 168, de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, en el cual contempla la prohibición de exigir el pago de diferencias que resulten del valor anterior y el que arroje en el nuevo avalúo, cuando el contribuyente haya cubierto el impuesto predial por anualidad y posteriormente se emita un nuevo avalúo; de esta manera, resulta evidente que la autoridad deja de aplicar en perjuicio del justiciable el segundo párrafo del citado artículo 168. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, respecto al argumento expresado en el sentido de que en el oficio …, impugnado en el proceso administrativo número 376/2012-JN, se aclara que en la sentencia definitiva dictada con fecha 14 catorce de noviembre del año 2012, dos mil doce, en el considerando quinto en la parte que transcribe en el primer hecho de la demanda, se dice: “… que la demandada no fundó de manera alguna ni expuso razonamiento jurídico, acerca del por qué la cuota sería aplicable a partir del primer bimestre del año en curso, siendo que la Ley de Hacienda para los Municipio del Estado de Guanajuato, concretamente en su artículo 168, segundo párrafo, establece que siendo modificado el valor fiscal de un inmueble, por un avalúo, como lo es en el caso particular; éste se aplicará a partir del bimestre siguiente a la fecha en que se notifiquen lo que en la especie, fue el día 16 dieciséis de agosto de 2012 dos mil doce”; como se advierte, el oficio combatido fue declarado nulo en el referido fallo, para el efecto de que emitiera una nueva resolución fundada y motivada, esto es, para el efecto de expresar como apoyo legal el citado artículo 168, segundo párrafo y las razones inmediatas por las cuales la cuota se aplica a partir del primer bimestre del año 2012, dos mil doce, por ende; es cierto que el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, en el punto VIII del oficio a debate, desacató la sentencia primigenia dictada por el Juez Segundo Administrativo de este Municipio, porque no se encuentra debidamente motivada, en la que se determinó expresamente que la fecha en que se notificó el avalúo, fue el día 16 dieciséis de agosto de 2012 dos mil doce, aspecto de la sentencia primigenia que prevalece, en razón de que la autoridad no la impugnó mediante el recurso de revisión; en ese sentido, el Oficio número …, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, esta emitido con desapego a la multicitada sentencia dictada por el Juez Segundo Administrativo, circunstancia que perjudica de manera directa e inmediata en la esfera de derechos del justiciable. . . . . . . . . . . 
Por lo que hace a los argumentos aducidos en el sentido de que en el nuevo acto impugnado no consta la identificación del perito, la exhibición de la orden respectiva a los ocupantes del inmueble, los testigos que intervinieron y la existencia del acta separada firmada por los participantes; y de que no se puede dar por superada la aclaración solicitada ante la falta de cumplimiento de las formalidades  para la elaboración del avalúo y al reconocimiento del derecho amparado por una norma jurídica, para que sea emitido un nuevo avalúo, fundando y motivando los valores; no aborda el estudio en esta sentencia, en razón de que el Juez Segundo Administrativo de este Municipio, en la sentencia definitiva de fecha 14 catorce de noviembre del año 2012, dos mil doce, dictada en el proceso administrativo número 376/2012-JN, -indicada en el prime hecho de la demanda-, ya emitió opinión razonada, pues se determinó en su punto resolutivo cuarto que no ha lugar al reconocimiento del derecho a que se emita un nuevo avalúo; ello de conformidad a las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el considerando séptimo del referida resolución; de este modo, al no impugnarse la referida sentencia mediante el recurso de revisión, queda subsistente le determinación del Juez Segundo Administrativo Municipal, en el sentido de no reconocerle el derecho a la practica de un nuevo avalúo, por consiguiente, prevaleció la presunción de legalidad del avalúo que la autoridad demandada tomó en cuenta para fijar la base del impuesto predial. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De lo expuesto se sigue, que Oficio número …, se encuentra indebidamente fundado y motivado, por lo que carece del elemento de validez previsto en la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; luego entonces, resultan afectados de ilegalidad sus actos consecuentes, por ende, es el caso que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 302 del mismo Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y se afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica de la parte justiciable; por consiguiente, con fundamento en lo establecido en el artículo 300, fracción III, del pluricitado Código, se declara la nulidad del Oficio número …, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, así como de sus actos consecuentes como lo son el Oficio número …, de fecha 30 treinta de enero del año en curso, suscrito por el Tesorero Municipal, en el que consta la determinación del crédito fiscal a cargo del actor, por concepto de impuesto predial del inmueble ubicado en …,  de   esta  ciudad,  con  cuenta   predial   número   …; y, el requerimiento de pago del impuesto predial identificado con el número …, de fecha 22 veintidós de marzo del año en curso, emitido por el Director de Ejecución, lo anterior, en razón de que el cobro del impuesto predial a partir del 1er bimestre del año 2012, se refleja en los referidos actos que son consecuencia de la aclaración solicitada; nulidad que es para el efecto de que el Director que asumió las funciones de la extinta Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado, tomando como base los antecedentes del caso y lo razonado en la parte considerativa de esta sentencia. . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 243 párrafo  segundo y 244 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato en vigor; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II y 302 fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la  NULIDAD  del Oficio número …, de fecha 28 veintiocho de enero del año 2013, dos mil trece, suscrito por el Director General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, así como de sus actos consecuentes como lo son el Oficio número …, de fecha 30 treinta de enero del año en curso, suscrito por el Tesorero Municipal, en el que consta la determinación del crédito fiscal a cargo del actor, por concepto impuesto predial del inmueble ubicado en …,  de   esta  ciudad,  con  cuenta   predial   número   …; y, el requerimiento de pago del impuesto predial identificado con el número …, de fecha 22 veintidós de marzo del año en curso, emitido por el Director de Ejecución; nulidad que es para el efecto de que el Director que asumió las funciones de la extinta Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de la Tesorería Municipal de León, Guanajuato, emita un nuevo acto debidamente fundado y motivado, tomando como base las antecedentes del caso y lo argumentado en la parte considerativa de esta sentencia; lo anterior, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el cuarto considerando de este fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 23 DE OCTUBRE DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 245/2013-JN.
